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Acusacion constitucional

“_..utilizar la acusacidn constitucional como medio de fiscalizacién

del gobierno es simplemente un error juridico e histdrico...”.

JOSE FRANCISCO GARCIA
Profesor de Derecho Constitucional UC y UDD

En Chile, desde la reinstauracion de la
democracia en los 90, el uso de la acusa-
cién constitucional ha sido extraordina-
riamente excepcional. Precisamente por
el reconocido impacto
en el sistema politico,
con potencial desesta-
bilizador —por el pro-
ceso mds que por el re-
sultado—, que genera
el que un grupo de di-
putados presente a la
Cdmara para su apro-
bacién, y posterior de-
cisién del Senado, una acusacién sobre la
comisién de algtin ilicito constitucional
por parte de alguna de las mds altas auto-
ridades de la nacién —excluidos los par-
lamentarios—, persiguiendo su destitu-
cion, es que se explica la peculiar estric-
tezdelaregulacién de esta institucién en
la Constitucién —ya desde 1833.

Ello se ve reflejado, entre otras, en es-
tar fundamentada en causales especifi-
cas. El presidencialismo norteamericano
—desde el cual proviene nuestra acusa-
cién constitucional—, al “importar” esta
institucién (impeachment) desde el parla-
mentarismo inglés, comprendié tempra-
namente que se debfa evitar su uso como
instrumento de la batalla politica, para
darle un sentido institucional. Esta 16gi-
ca fuerdpidamente asimilada enla Cons-

titucién de 1925 y posteriormente en la
actual. Por ello, utilizar la acusacién
constitucional como medio de fiscalizacién
del gobierno es simplemente un error juri-
dico e histdrico. Nada menos.

Y es que las causales que permiten fundar
una acusacion de este tipo contra un inten-
dente son la “infraccién de la Constitucién”
y los delitos de “traicién, sedicién, malver-
sacién de fondos puiblicos y concusién”. To-
do Chile escucho el audio con las palabras
de la intendenta, buscando hacer participes
de ciertos beneficios ptiblicos a una catego-
ria de sujetos que, en principio, no debfan
tener acceso a éstos. Para algunos, se “man-
délas partes”, una forma de impostura crio-
1la. Para otros, mintié.

La pregunta relevante para el derecho es
si ello configura alguno de los delitos descri-
tos o una infraccién a la Constitucién.

El debate de los iltimos dfas estuvo cen-
trado en la existencia de malversacién de
fondos publicos, esto es, invertir ilicitamen-
te los caudales puiblicos en usos distintos de
aquellos para los que estdn destinados. Se-
gun los antecedes ptiblicos, no hubo accién
alguna, pura palabrerfa. Ello estarfa llevan-
do a plantear, segtin ha trascendido, que se
alegarfa una “infraccién a la Constitucién”,
contra los articulos 7 —actuando fuera de
su competencia y atribuyéndose otros de-
rechos o autoridad que los que realmente
tiene— y 8 —principio de probidad, el
que debe ser estrictamente cumplido por
los titulares de funciones publicas en to-
das sus actuaciones.

Pero el articulo 7 habla de actos en su

sentido juridico —que de producirse se-
rdn nulos—, cuestién que no ocurre en es-
te caso. Igual cosa sucede con el principio
de probidad, en donde el debate que llevé
a su concrecién constitucional en 2005 tu-
vo a la vista estdndares de conducta bas-
tante precisos y exigentes acerca del debi-
do comportamiento de los titulares de una
funcién puiblica; no meras declamaciones
guturales acerca de la ética publica; estdn-
dares que dificilmente permiten calificar
los dichos de la intendenta como una in-
fraccién a este principio.

No basta asimilar la infraccién consti-
tucional a cualquier conducta inapro-
piada o a una infraccién formal; ello im-
plicarfa admitir que la infraccién consti-
tucional no tiene autonomia ni sentido,
lo que darfa pie a una seguidilla intermi-
nable de acusaciones constitucionales,
fundadas en cualquier cosa menos en el
texto de la Constitucion.

Los constitucionalistas y politélogos
norteamericanos utilizan un término muy
preciso para calificar ciertas practicas po-
litico-legislativas, que sobretensionan el
sistema institucional, y que aparecen
cuando laargumentaciénracional y los in-
tentos de persuasién al adversario desapa-
recen de la escena; en otras palabras, cuan-
do la sensatez propia de la deliberacién
publica es suplantada por los instintos de
faccién: la opcién nuclear —invocando asf
el mayor acto de insensatez que sigue
afectando al alma norteamericana—. El
“caso Van Rysselberghe” parece ser fiel
reflejo de ello.



